Cri​tica judicial a las emergencias

La efectuó un magistrado de la ciudad de Córdoba, cuestionando al poder polí​tico. 

"Las malas administraciones, tanto provinciales como nacionales, de cualquier signo polí​tico, han llevado a nuestro paí​s a vivir en emergencia", dijo un juez de la ciudad de Córdoba, en su fallo contra la emergencia previsional establecida por la ley 9.504. 

Se trata del juez Manuel Esteban Rodríguez Juárez, titular del Juzgado Civil y Comercial de Primera Instancia N° 23, de esta Capital, quien al admitir el amparo promovido en favor de dos jubilados afectados por los recortes de haberes “ tuvo duras criticas hacia la reforma previsional. 

La demanda fue promovida por los abogados Guillermo Carena y Francisco Gordillo, en representación de los jubilados Cesar Reartes y Andres Quinteros, para reclamar en contra de la reducción de sus haberes previsionales. 

La sentencia ordena a la Caja de Jubilaciones que se abstenga de aplicar recortes a los haberes de los amparistas y declaró la inconstitucionalidad de la ley 9.504, ordenando el reintegro de los importes que fueron retenidos. 

 Rodriguez Juárez se refirió a la declaración  de emergencia como "justificación de cualquier atropello a las garantí​as de los ciudadanos". Y agregó: "Las malas administraciones, tanto provinciales como nacionales, de cualquier signo polí​tico, han llevado a nuestro paí​s, a vivir en emergencia. Lo que se inició como una doctrina jurí​dica de excepción, temporal, única, para evitar el colapso de las cuentas públicas y el estado de cesación de pagos, pasó a convertirse en una situación normal y cotidiana". 

"No ha habido "dijo" en los últimos 30 años, gobierno (nacional, provincial o municipal) que gobierne sin declarar la emergencia (de cualquier tipo), con medidas tales como: consolidación de pasivos, emisión de títulos públicos obligatorios, emisión de cuasi monedas, suspensión de ejecuciones, fideicomisos obligatorios, rebaja de salarios, quitas de haberes jubilatorios, default, corralito, pesificación, retenciones, estatizaciones, etc". 

Agregó que "esa emergencia estuvo originada, siempre, en la irresponsable administración de los fondos públicos o en un endeudamiento excesivo (que siempre queda a cargo de la siguiente administración y compromete el porvenir económico-social de las futuras generaciones) y cuyas consecuencias son soportadas “habitualmente“ por los sectores más débiles de la sociedad, en este caso, el sector pasivo (jubilados y pensionados)".

Camaristas, a favor de amparos por recortes

La mayoría de los jueces que intervinieron en apelaciones confirmó medidas de no innovar, que prohíben las reducciones. 
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La mayoría de los 24 camaristas civiles de esta Capital, que integran las ocho cámaras de apelaciones que funcionan en esta sede, falló a favor de las medidas cautelares ordenadas por jueces de primera instancia, que prohibieron recortar los haberes de jubilados provinciales, alcanzados por la ley 9.504 de reforma previsional. 

El dato surgió de informes recabados en fuentes judiciales de la ciudad de Córdoba, que indicaron que sólo dos de los 24 camaristas votaron en contra de las medidas cautelares, aunque lo hicieron en minoría en sus respectivas cámaras, con lo cual no incidieron en el resultado del fallo, favorable a los jubilados. 

De tal forma, se ratificó el panorama general sobre los amparos de jubilados provinciales, que indica que las ocho cámaras civiles de la Capital fallaron a favor de las medidas cautelares para impedir los descuentos. 

También se han multiplicado las sentencias definitivas sobre el fondo del asunto, dictadas por los juzgados civiles de primera instancia, resultando también favorables a los jubilados y con críticas a la reforma previsional. 

Esas sentencias seguramente serán apeladas por la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia, lo que llevará nuevamente esos expedientes a las respectivas cámaras civiles, y de allí posiblemente al Tribunal Superior. 

Como en 1995. La situación, entonces, resulta similar a la registrada hace más de una década durante el gobierno de Ramón Mestre, cuando miles de jubilados provinciales demandaron amparo judicial en contra del decreto 1.777/95 que, al establecer una nueva forma de cálculo de los haberes previsionales, redujo notoriamente los salarios del sector pasivo. 

Por entonces, pese a las críticas del Ejecutivo, los jueces de primera y de segunda instancia de distintos fueros se pronunciaron mayoritariamente en contra del decreto, al que declararon inconstitucional. 

Sin embargo, el gobierno radical tuvo un decisivo respaldo en el Tribunal Superior de Justicia, cuyos miembros –designados en su mayoría por Mestre a poco de asumir, tras la renuncia de gran parte de los integrantes de la gestión Angeloz– convalidaron el decreto. 

Sólo un grupo de jubilados, que insistió en su reclamo y llegó finalmente a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, logró su objetivo en julio de 2007, cuando un fallo del máximo tribunal del país le dio la razón y ordenó anular el decreto 1.777/95. 

El fallo de la Corte significó no sólo reconocer el derecho invocado por los jubilados que llegaron a esa máxima instancia, sino que tuvo una derivación política, cuando el gobierno de José Manuel de la Sota dispuso volver al sistema de cálculo de haberes del sector pasivo, anterior al decreto, que reconocía el 82 por ciento del haber activo. 

Paradójicamente, los jubilados que ganaron el juicio en la Corte, muchos de ellos fallecidos, todavía no pudieron recuperar lo que se les recortó porque la Caja cuestionó el pago de los intereses que deben aplicarse sobre la retroactividad y, hoy, el expediente principal se encuentra en el Tribunal Superior, que resolvería la cuestión en el transcurso de 2009. 

